
Tres décadas construyendo 
resiliencia para el campo

Cada año, en algún lugar de Colombia, una sequía o una temporada 
de lluvias extremas pone en riesgo la cosecha de miles de familias; 
afortunadamente, el seguro agropecuario está ahí para protegerlas.  

Paola Andrea Torres Armenta  
Directora de la Cámara Técnica de Seguro Agropecuario de Fasecolda
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Durante años, la respuesta del Estado ante los desastres 
fue atender sus consecuencias con ayudas extraordinarias; 
ese enfoque reactivo es justamente lo que el seguro 
agropecuario ha buscado transformar: pasar de reparar 
pérdidas a anticipar el riesgo.

La evolución puede leerse como una sucesión de hitos 
que condujo al mercado actual: once aseguradoras, miles 
de pequeños productores protegidos y una innovación —
el seguro paramétrico— que posicionó a Colombia como 
referente regional.

1993: el acta de nacimiento

Todo comenzó con la Ley 69 de 1993, que le dio por primera 
vez identidad jurídica al seguro agropecuario en Colombia. 
En un solo acto legislativo se crearon tres piezas que, treinta 
años después, siguen siendo el esqueleto del sistema: 
el seguro agropecuario como tal, el Incentivo al Seguro 
Agropecuario (ISA) —un subsidio para que los productores 
puedan adquirir la póliza— y el Fondo Nacional de Riesgos 
Agropecuarios (FNRA), como respaldo financiero. 

Fue un acierto conceptual, pero un mercado no se construye 
solo con una ley. Durante casi dos décadas, la falta de 
reglas técnicas y operativas dejó al seguro agropecuario 
en la marginalidad: solo algunos cultivos cubiertos, pocas 
regiones atendidas y apenas unos miles de asegurados. La 
lección, que el sector reconocería después, es que subsidios 
y fondos públicos son necesarios, pero no suficientes para 
que un mercado de seguros despegue.

2010–2017: cuando el sistema
aprendió a caminar

La segunda etapa fue de construcción silenciosa, pero 
decisiva. El Decreto 2555 de 2010 les dio, por fin, reglas 
claras a las aseguradoras —requisitos de suscripción e 
indemnización—, y la incertidumbre operativa, ese enemigo 
silencioso del mercado naciente, empezó a ceder terreno.

Cuatro años después, la Ley 1731 de 2014 fortaleció 
al FNRA y le dio a la Comisión Nacional de Crédito 

Agropecuario (CNCA) un rol protagónico: definiría, año 
tras año, las condiciones del ISA. En 2015, el Decreto 
2371 amplió sus competencias hacia algo más ambicioso 
que un simple subsidio: una gestión integral del riesgo 
agropecuario. Todavía no había seguros paramétricos en el 
horizonte, pero el terreno conceptual ya estaba sembrado.

Un seguro 
paramétrico se 
activa solo, con 
datos verificables, y 
paga en días

2019: el año en que cambiaron 
las reglas del juego

Si hay un hito que merece llamarse punto de inflexión, es la 
Ley 1955 de 2019, del Plan Nacional de Desarrollo de ese 
cuatrienio. Por primera vez, el ISA pudo subsidiar seguros 
paramétricos: pólizas que no indemnizan la pérdida 
verificada finca por finca, sino que pagan automáticamente 
cuando un índice objetivo —lluvia, temperatura, humedad 
del suelo— cruza un umbral predefinido.

La diferencia puede sonar técnica, pero su efecto fue 
enorme. Una póliza tradicional exige visitar el predio, 
constatar el daño y calcular la indemnización, un proceso 
lento y costoso, casi inviable para productores dispersos 
en zonas rurales. Un seguro paramétrico, en cambio, se 
activa solo, con datos verificables, y paga en días. Fue el 
ingrediente que le faltaba al sistema colombiano para 
saltar de la cobertura individual a la masificación.

Los años siguientes reforzaron esa apuesta. El Decreto 
211 de 2020 aclaró qué inversiones podían asegurarse, 
esto redujo la incertidumbre jurídica que frenaba nuevos 
productos. La Ley 2178 de 2021 fue más allá: focalizó 
los subsidios en los pequeños productores, habilitó los 
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seguros catastróficos y —su aporte más silencioso, pero 
quizás más importante— creó el Sistema de Información 
de Gestión de Riesgos Agropecuarios (SIGRA), pues un 
seguro paramétrico es tan bueno como los datos climáticos 
que lo alimentan. En 2023, la Ley 2294 terminó de 
generalizar el modelo paramétrico para el agro y todo el 
mercado asegurador. 

El lenguaje de las cifras

Si el marco normativo es el esqueleto de esta historia, 
las cifras son su pulso. Y entre 2010 y 2025 muestran 
una expansión notable.

Las hectáreas aseguradas pasaron de unas 35.000 a cerca 
de 170.000 al año, con picos superiores a 230.000. El 
número de productores protegidos, que rondaba apenas 
los 5.000 al comenzar la década pasada, llegó a superar 
los 98.000 en los años de mayor expansión —un salto 
de casi veinte veces—. Y desde 2023, cerca del 99 % de 
esos beneficiarios corresponde a pequeños productores 
o productores de bajos ingresos, prueba de que el 
seguro agropecuario dejó de ser privilegio de los grandes 
productores para volverse herramienta de inclusión 
financiera rural.

El respaldo institucional acompañó ese crecimiento. El 
presupuesto anual del ISA pasó de menos de $10.000 
millones a más de $150.000 millones; la prima emitida 
se multiplicó, de casi $20.000 millones a cerca de 
$300.000 millones; y el valor asegurado hoy supera los 
2 billones de pesos al año. Entre 2009 y 2021, según 
cifras del Fondo para el Financiamiento del Sector 
Agropecuario (Finagro), el ISA apalancó inversiones 
aseguradas por $11,1 billones, con apenas $443.000 
millones en recursos públicos, un indicador que explica 
cómo el subsidio moviliza inversión privada.

El número de aseguradoras activas también cuenta su 
propia historia: de una sola compañía a comienzos de la 

El seguro paramétrico sigue 
siendo insustituible para 
masificar la protección entre 
productores dispersos y de 
bajos ingresos
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década pasada, a once autorizadas en 2025. El reaseguro 
respalda cerca del 95 % del riesgo transferido, aportando 
la capacidad financiera que sostiene el mercado.

Dos modalidades, un mismo propósito

Uno de los aprendizajes más interesantes de esta historia 
es que el seguro paramétrico no vino a reemplazar al 
tradicional, sino a complementarlo. En 2024 llegó a 
representar el 96 % de los productores asegurados 
del ramo agropecuario, el 56 % del valor asegurado y 
el 71 % del subsidio del ISA —una concentración que 
convirtió a Colombia en caso de estudio regional—; 
pero 2025 trajo un giro: el seguro tradicional recuperó 
terreno. 

Lejos de leerse como un retroceso, ese reacomodo se 
interpreta como señal de madurez: el seguro paramétrico 
sigue siendo insustituible para masificar la protección 
entre productores dispersos y de bajos ingresos, 
mientras que el tradicional conserva su lugar entre 
quienes tienen inversiones más grandes o riesgos que 
exigen valoración individual del daño. La convivencia de 
ambos modelos, más que la victoria de uno sobre el otro, 
es hoy la verdadera fortaleza del sistema colombiano. 

Esa convivencia, sin embargo, no está exenta de 
tensiones técnicas. El talón de Aquiles del modelo 
paramétrico sigue siendo el riesgo de base: la 
posibilidad de que un productor sufra pérdidas reales 
sin que el índice contratado se active, porque la estación 
meteorológica de referencia no registró el fenómeno con 
la misma intensidad en su parcela. Resolver esa brecha 
es el desafío técnico más urgente de la próxima década.

Una arquitectura de muchas manos

Detrás de cada cifra hay una compleja articulación 
institucional. La CNCA define las reglas del juego; 
el Ministerio de Agricultura orienta las prioridades 
sectoriales; el Ministerio de Hacienda vela por la 
sostenibilidad fiscal del ISA; Finagro administra el 
Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios y traduce la 

política en desembolsos concretos; y las aseguradoras 
y reaseguradoras cargan, finalmente, con el riesgo 
económico. A ellos se suman actores menos visibles, 
pero igualmente esenciales — el Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam), la Unidad 
de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), los gremios de 
productores y las entidades financieras rurales—, 
piezas de un rompecabezas que funciona mejor si todas 
encajan a la vez.

Esa misma complejidad explica por qué el desafío actual 
ya no es exclusivamente normativo. El sistema aprendió 
a legislar; ahora debe aprender a sostenerse. La alta 
rotación de equipos técnicos, la variabilidad anual del 
Plan Anual de Gestión de Riesgos Agropecuarios 
(PAGRA) y la dependencia de un presupuesto cambiante 
($141.000 millones en 2024, $108.000 millones en 
2025 y $120.368 millones para 2026) determinan hoy 
su futuro más que cualquier nueva ley. 

Un camino que continúa

Contada así, la historia del seguro agropecuario 
colombiano no es la de un problema resuelto, sino la de 
un aprendizaje en curso. En treinta años el país pasó de 
una ley con buenas intenciones y poca infraestructura 
a un sistema que combina subsidio público, innovación 
tecnológica y reaseguro internacional para proteger 
a decenas de miles de productores rurales. Sin 
embargo, la cobertura sigue siendo baja frente al 
universo de hectáreas y productores del país, y su 
sostenibilidad dependerá menos de nuevas normas 
y más de la capacidad institucional para garantizar 
estabilidad presupuestal, mejor información climática y 
confianza sostenida entre productores, aseguradoras y 
reaseguradores.

Quizás el hito más importante de todos, aunque todavía 
esté por escribirse, es el momento en que el seguro 
agropecuario colombiano deje de ser una política que se 
reinventa cada año y se convierta, de una vez por todas, en 
institución permanente de resiliencia para el campo.


